
 

Bogotá, D. C., 9 de diciembre de 2021 

 

 

Doctora 

Jennifer Kristin Arias Falla 

Presidenta Plenaria Cámara de Representantes 

Ciudad 

 

 

Asunto: Proposición de modificación 

 

 

Respetada Señora presidenta,  

 

Con fundamento en lo contemplado en la Ley 5ta de 1992 y normas concordantes, se 

presenta ante la Plenaria de la Cámara de Representantes proposición de modificación 

al artículo 1º del Proyecto de Ley No. 148 de 2021 Cámara “Por medio de la cual se 

regulan los derechos de grado de las instituciones de educación superior y se dictan 

otras disposiciones”. El cual quedará así:  

 

Artículo 1°. El Derecho de Grado es un derecho inherente al logro académico alcanzado, 

el cual es producto de la culminación del ciclo de formación y el cumplimiento de los 

requisitos académicos exigidos, para la obtención del título educativo. No podrá 

exigirse dentro del costo educativo de derecho a grado obligaciones pecuniarias para la 

financiación de actos ceremoniales. Lo anterior, sin perjuicio de la gratuidad educativa en 

las instituciones estatales de educación preescolar, primaria, secundaria y media. 

 

Adiciónese los apartes en negrilla y subrayado. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Representante a la Cámara, Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina 

Partido Cambio Radica 



 

MOTIVACIÓN 

 

Mediante el presente artículo, el proyecto de ley crea una definición para un término que 

sea ha utilizado frecuentemente en las instituciones de educación superior, esto es, 

derecho de grado. El proyecto de ley pretende que el mismo no se entienda como las 

obligaciones pecuniarias para la obtención del título académico, sino que por el mismo 

se entienda que es el que se genera con el cumplimiento de unos requisitos académicos 

para la obtención del título educativo.  

 

En ese sentido en sentencia T-426/11 la Corte expuso:  

 

"Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha concedido la protección del derecho a 

obtener un título educativo cuando se han cumplido los requisitos académicos exigidos 

pero no se han cumplido las obligaciones financieras, cuando se acredite: “(i) la efectiva 

imposibilidad del estudiante de cumplir con las obligaciones financieras pendientes con 

el establecimiento educativo, (ii) que tales circunstancias encuentran fundamento en 

una justa causa y, además, (iii) que el deudor haya adelantado gestiones dirigidas a 

lograr un acuerdo de pago o el cumplimiento de la obligación, dentro del ámbito de sus 

posibilidades.”. Sin embargo, durante el término de los 9 años, la accionante no actuó 

diligentemente para proteger su derecho. En este caso, era su deber acudir ante la 

jurisdicción constitucional, o por lo menos ante la institución educativa para que le 

otorgaran su título, lo cual no hizo. Por lo que se evidencia que ésta no fue diligente 

respecto del cumplimiento de sus obligaciones.  Con base en lo anterior, esta Sala 

encuentra que la acción de tutela impetrada por la accionante es improcedente." 

 

Así, mediante la presente se propone agregar la expresión "y el cumplimiento de los 

requisitos académicos exigidos, para la obtención del título educativo".  

 

Además, es pertinente agrega la expresión de la referencia considerando que en muchas 

carreras profesionales el derecho a grado para la obtención del título educativo no solo 

se obtiene con la culminación del ciclo de formación, también con el cumplimiento de 

otros requisitos, como lo son la tesis de grado, judicatura, prácticas profesionales, entre 

otros. 


